PLAZO PARA LA TRAMITACIÓN DE LAS LICENCIAS. EL SILENCIO ADMINISTRATIVO Y SUS EFECTOS. RESOLUCIÓN FUERA DE PLAZO Y DENEGACIÓN NO JUSTIFICADA. INDEMNIZACIÓN POR EL FUNCIONAMIENTO NORMAL O ANORMAL DE LA ADMINISTRACIÓN.

1.- La licencia urbanística como acto reglado. Plazo para la resolución de la licencia.

El artículo 5.1 del Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía (RDUA) define a la licencia urbanística como  "un acto reglado de competencia exclusiva de la Administración municipal", y como tal debe concederse o denegarse en función de que la actuación propuesta sea acorde, o no, con las determinaciones urbanísticas de aplicación. 

Para comprobar la adecuación de la actuación solicitada y para la que se requiere licencia (autorización) deben comprobarse los aspectos reseñados en el artículo 6 del RDUA, y por eso es que necesario que conste “en todo caso informe técnico e informe jurídico de los servicios municipales correspondientes, o en su caso de la Diputación Provincial, sobre la adecuación del acto pretendido a las previsiones de la legislación y de la ordenación territorial y urbanística de aplicación" (artículos 172.4ª de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía -LOUA-, 12.2 y 16 del RDUA), de tal forma que "las resoluciones de otorgamiento o denegación de licencias urbanísticas deben ser motivadas y congruentes con lo solicitado", y específicamente "la resolución expresa denegatoria" (artículo 172.6ª de la LOUA).
La "resolución expresa deberá notificarse en el plazo máximo de tres meses", teniendo en cuenta que el plazo  "comenzará a contar desde la fecha en que la solicitud tenga entrada en el registro del Ayuntamiento competente para resolver" (artículos 172.5ª de la LOUA y 20.1 del RDUA). 
1.1.- Interrupción del plazo.

Desde el punto de vista de la regulación urbanística, el plazo señalado para otorgar la licencia se puede interrumpir por los siguientes motivos (artículo 20.1 del RDUA):

-Plazos para la subsanación de deficiencias en la solicitud.

-Períodos preceptivos de información pública establecidos por la legislación sectorial y suspensión del otorgamiento de licencias.

-Plazos para la concesión de autorizaciones o emisión de informes preceptivos conforme a la normativa urbanística o a la legislación sectorial.

Ahora bien, de forma general, según el artículo 22 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley 39/2015):

1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá suspender en los siguientes casos:
a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias o la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, por el del plazo concedido, todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 68 de la presente Ley.
(...)
d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en ningún caso de tres meses. En caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, proseguirá el procedimiento. 

e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.
f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos previstos en el artículo 86 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su caso, de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración formulada por la Administración o los interesados.
g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá de comunicarse a los interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo que también deberá serles comunicado.
2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se suspenderá en los siguientes casos:
a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es ilegal y que constituya la base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el supuesto al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 de esta Ley, desde que se realiza el requerimiento hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso administrativa. Deberá ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento, como su cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente recurso contencioso-administrativo. 

b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las previstas en el artículo 87, desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del inicio de las actuaciones hasta que se produzca su terminación. 

c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un procedimiento, desde que ésta se plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado".

2.- No resolución en plazo. Silencio administrativo. Efectos del silencio.
Según el artículo 172.5ª de la LOUA, transcurrido el plazo para otorgar licencia "podrá entenderse, en los términos prescritos por la legislación reguladora del procedimiento administrativo común, otorgada la licencia interesada", teniendo en cuenta que "el comienzo de cualquier obra o uso al amparo de ésta requerirá, en todo caso, comunicación previa al municipio con al menos diez días de antelación".
2.1.- Regulación en la Ley 39/2015.
La regla general contemplada en la legislación del procedimiento administrativo común está contemplada en el artículo 24 de la Ley 39/2015:

"1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés general.

El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este apartado.

2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.

3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.

b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver".
2.2.- Regulación urbanística del silencio administrativo en la tramitación de licencias.
La concreción de como opera el silencio en la solicitud de licencias se materializa en el apartado 2 del artículo 20 del RDUA, que determina que "en ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística", si bien, al entender que el acto administrativo ha finalizado, se estará ante una licencia ilegal.  

Con el fin de solventar la problemática que puede plantear el hecho de la existencia de licencia resultado del silencio contra la ordenación territorial o urbanística, el apartado 3 del mismo artículo 20 del RDUA, determina que "en los supuestos de actos de transformación, construcción, edificación y uso del suelo y el subsuelo indicados por la legislación estatal
, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado la resolución expresa legitimará al interesado que hubiere presentado la documentación para entender desestimada la licencia por silencio administrativo". Esta remisión a la Legislación Estatal hay que buscarla en el artículo 11 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (TRLSRU), que también incide en el hecho de que la denegación de la debe ser motivada, y en que "en ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística".
El apartado 4 del artículo 11 del TRLSRU señala que:

"Con independencia de lo establecido en el apartado anterior, serán expresos, con silencio administrativo negativo, los actos que autoricen”:
-Movimientos de tierras, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de reparcelación. Si bien la referencia a parcelaciones, segregaciones u otros actos de división ha sido declarada inconstitucional por la Sentencia del TC 143/2017, por incompetencia del Estado (Fundamento jurídico 23).

-Las obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de nueva planta, que hay que interpretar en función del contenido de la Sentencia del TC comentada (Fundamento jurídico 23).

-La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales o permanentes, que hay que interpretar en función del contenido de la Sentencia del TC comentada (Fundamento jurídico 23).
-La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva en terrenos incorporados a procesos de transformación urbanística y, en todo caso, cuando dicha tala se derive de la legislación de protección del domino público. Si bien la referencia a la legislación de protección del dominio público ha sido declarada inconstitucional por la Sentencia del TC 143/2017, por incompetencia del Estado (Fundamento jurídico 23).

Teniendo en cuenta el vacío que implica la Sentencia del TC 143/2017, al declarar inconstitucional parte del artículo base de la remisión del RDUA en esta materia, y con el fin de contribuir a la seguridad jurídica, siendo conscientes de la reserva que implica el hecho de que "en ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística", habría que entender que el silencio negativo es de aplicación en los siguientes supuestos
: 

-Transformación del suelo y subsuelo.

-Construcción y edificación del suelo y subsuelo.

-Usos del suelo y subsuelo (no usos de la edificación o construcción).

Lógicamente, también se mantiene el silencio negativo en los supuestos en los que se permanece la vigencia del artículo 11.4 del TRLSRU después de la Sentencia del TC 143/2017.

3.- Supuestos indemnizatorios en la tramitación y concesión de licencias.
El artículo 106.2 de la Constitución Española señala que "los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos". 
El artículo  48.d del TRLSRU advierte que "dan lugar en todo caso a derecho de indemnización las lesiones en los bienes y derechos que resulten", entre otros, de "la anulación de los títulos administrativos habilitantes de obras y actividades (las licencias, fundamentalmente), así como la demora injustificada en su otorgamiento y su denegación improcedente. En ningún caso habrá lugar a indemnización si existe dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado".

La determinación de esta indemnización habrá de seguir el procedimiento iniciado según lo previsto en el artículo 67 y con las especialidades en las resolución reguladas en los artículos 91 y 92, todos de la Ley 39/2105; y responder a los principios contemplados en el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
�Esta misma remisión es la que hace el artículo de 131.3 del borrador de la Ley para el Urbanismo Sostenible de Andalucía (LUSA). 


�Si bien hay que dejar claro que la regulación la hace el RDUA (un Reglamento), cuando un tratamiento distinto al previsto en el artículo 24 de la Ley 39/2015 exige una norma con rango de Ley. 
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